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			“Me considero un rojo sin diminutivos. 

			No soy un rojillo, soy un rojo, un rojazo. 

			Y eso no quiere decir comunista, ni socialista, 

			ni anarquista, quiere representar esa hermosísima 

			ideología de hace unos años, que hacía creer que esta 

			infamia de mundo podía cambiar de alguna manera.” 

			Joaquín Sabina

			¿Quién no echa una mirada al sol cuando atardece?

			¿Quién quita sus ojos del cometa cuando estalla?

			¿Quién no presta oídos a una campana 

			cuando por algún hecho tañe?

			¿Quién puede desoír esa campana cuya 

			música lo traslada fuera de este mundo?   

			John Donne.

		


		
			Desde la banca

			A lo largo de varios años, Pablo Trejo Pérez ha escrito semanalmente sobre la realidad económica que guardan México y el mundo. Esos artículos los ha reunido en el libro que ahora tenemos en las manos.

			Su trabajo generoso y bien informado, constituye una invitación para aquellos lectores interesados en reflexionar sobre las varias y complejas actividades productivas y trasformadoras, así como sobre su impacto en la organización política y social de la vida cotidiana.

			Trejo Pérez no rinde pleitesía a números, porcentajes y cuadros estadísticos. Su obra, ante todo, es la de un humanista quien, tal y como en su oportunidad lo hizo Joseph Schumpeter, tiene plena convicción respecto del quehacer económico entendido este como producto de la acción personal y colectiva de los individuos, y no al revés.

			Schumpeter entendía la economía como resultado del trabajo de los seres humanos. Ejemplificaba, pues, su capacidad de transformar el entorno. Entonces, el teórico de origen austriaco establecía con claridad la posibilidad de encontrar ciertas formaciones sociales carentes de un sistema económico en el sentido moderno de este concepto, empero, no podía existir ningún sistema económico sin sociedad. 

			En su libro, Trejo Pérez habla de alcances y límites de la ciencia económica mediante un análisis riguroso cuyo propósito anhela la comprensión del tiempo y espacio en el cual vivimos. 

			Quizá como último aporte, habría que recordarle al autor que “la banca” también tiene un significado político. Los postulados que aquí se presentan, breves, nos dan idea de cuánto han perdido algunos partidos —y el país— al no contar con la voz de Trejo Pérez y sus postulados. Afortunadamente, al menos, queda el disfrute de sus ideas. 

			Dr. Enrique González Casanova.

			Septiembre 2016.

		


		
			Reflexiones desde la banca

			Todos, en algún momento de nuestra vida, nos hemos detenido en el camino, nos hemos sentado en una banca y hemos reflexionado sobre el por qué estamos donde estamos. Normalmente, de esos momentos hemos sacado conclusiones sobre lo que podríamos hacer en tal o cual situación. Enmendar errores, denunciar abusos o cualquiera que sea el nombre que le demos. El objetivo, al fin y al cabo, no es otro que el trazarnos el camino. 

			Existe, al menos, otro significado respecto al título de esta publicación, y hace referencia al medio del deporte, en particular al fútbol o los deportes de equipo. Estar “en la banca” significa que aunque no seamos uno de los protagonistas centrales del juego, somos parte fundamental del mismo. La labor de los de la banca es apoyar a quienes están en el ojo del huracán, lo que resulta un gran soporte en el esquema del juego.... analizar las jugadas, opinar sobre el rendimiento de los jugadores, coincidir o disentir de las estrategias del director técnico, haciéndolo desde adentro, pero sin ser responsables de la toma de decisiones. Espectadores privilegiados, al fin y al cabo.

			Lo presentado en estas páginas tiene un poco de esas dos visiones, con el único objetivo de seguir los pasos de Donne en su famoso poema. No es un ejercicio fácil, principalmente porque es muy complicado expresar ideas tan complejas en un formato, el periodístico, tan reducido. A pesar de esa restricción espacial, —circunscrito casi siempre a 500 palabras— decidimos desmenuzar temas como el el pensamiento económico de vanguardia internacional, el impacto de las llamadas Reformas Estructurales que se han aplicado en México, la política en materia de Desarrollo Social, la espeluznante crisis de los Derechos Humanos en el país, el comportamiento errático de nuestra moneda, la corrupción e impunidad de nuestro sistema y los esfuerzos por erradicarlas, un buen número de temas cotidianos y en general, la surrealista relación entre los mexicanos y sus instituciones.

			Como se trata de una recopilación de artículos escritos en diferentes temporalidades, al revisar estos materiales, podemos encontrar una serie de supuestos que siguen siendo válidos y otros que se han modificado sustancialmente al paso de los meses. A saber: seguimos inmersos en una economía perversa que genera acumulación de pocos y miseria de muchos, que nos mantiene en la pobreza, la destrucción, y la muerte..., y es evitable. ¿Por qué ha fracasado la política social a pesar de los miles de millones que se han gastado en ella? Porque el modelo político está enfocado al tráfico de la pobreza, al clientelismo político. En el fondo pareciera que a muy pocos de los que diseñan nuestras políticas públicas les interesa enseñar a pescar —utilizando la famosa metáfora—; más bien, a la gran mayoría le interesa, simplemente, dar más pescado y conseguir más votos.

			Por si fuera poco, el modelo económico no está pensado para fomentar el crecimiento. Veamos un dato: en los últimos treinta años el crecimiento promedio ha sido de 2.62 por ciento, con una grosera concentración de riqueza, en donde el 1% es dueño de mucho a costa del 99% restante de la población, lo que hace una diferencia abismal, convirtiendo, así, a México en el país más desigual del conjunto de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).

			Nuestra economía depende enormemente de los Estados Unidos (EEUU). El dato que valida esta última frase es el que nos proporciona la Secretaría de Economía (SE): las importaciones temporales —asociadas a la exportación— representan más del 50 % del total de las importaciones desde 1994. Esto afecta de manera desigual a la economía mexicana: en épocas de recesión de la economía estadounidense, la mexicana se ve severamente afectada en su nivel general de actividad. Por contra, en épocas de expansión de la economía de EEUU, la mexicana se ve proporcionalmente menos estimulada. 

			En materia de federalismo fiscal, las entidades federativas del país, tienen mayores niveles de endeudamiento y sus plazos de pago renegociados involucran a futuras administraciones, así lo establecen datos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Publico (SHyCP). Los estados que han comprometido a administraciones futuras y en consecuencia a sus habitantes son: Colima, Yucatán, Coahuila, Aguascalientes, Zacatecas, Puebla, Chiapas, Tabasco, Quintana Roo y Veracruz. En estos estados, 3 de cada 4 pesos serán destinados al pago de adeudos, gasto corriente e intereses moratorios. Los municipios del país enfrentan un escenario similar. Según la famosa consultora Aregional, de los casi 2,500 que hay en el país, sólo diez son capaces de subsistir con sus ingresos. ¿Cómo pueden, entonces, contribuir al desarrollo nacional? ¿Cómo contribuyen, con ese panorama, a elevar la calidad de vida de sus habitantes? ¿Qué futuro le espera a la Federación? 

			Actualmente, hay un debate en México sobre el salario mínimo y su impacto en la economía. Para los economistas del gobierno, el salario no es determinante en la demanda, consumo y crecimiento del mercado interno. Tampoco son fanáticos de la intervención del estado para garantizar políticas de bienestar general. Sin embargo, la vida cotidiana, con el aumento del precio de los alimentos o de la canasta básica —la caída, pues, de los ingresos laborales y el empleo— nos parece indicar que el salario si tendría que crecer a un ritmo mayor al que se ha tenido en los últimos años.

			Cuando se plantean todos estos temas, aparece el ataque contra aquellos que sostenemos que hay otras formas de resolver los desafíos nacionales. Idealistas, nos llaman, porque nuestra visión obliga a razonar las cosas, a dejar nuestra comodidad en pro de un mundo más justo. De la misma forma, el espíritu académico —y el interés público— que nos guía se refleja sin duda en este trabajo. Una buena parte de nuestras discusiones en los salones de clase de la Facultad de Economía de la Universidad Nacional Autónoma de México, están aquí reflejadas.

			Estas páginas, también, muestran que está latente en el ambiente la necesidad de este cambio en el país. Un cambio responsable, que no apele a reclamos de corte autoritario ni de intereses. El cambio, parece, solo es posible si tomamos en cuenta la conexión humana. Hay mucha gente deseando el cambio, muchos no saben cómo hacerlo, otros no se atreven. Aquí, entonces, se proponen una serie de ideas para el día a día. Muchas de ellas, ya sabemos, serán rechazadas y están destinadas a dormir el sueño eterno de los justos, pero algunas podrán permear, y con ello será posible empezar la dinámica del cambio responsable.

			Hay que fomentar, sobre todo entre las y los jóvenes, la fuerza de la confianza, del entusiasmo, la sensación de que el futuro sí será todo lo que esperamos de él. El mensaje es simple y poderoso: el país que anhelamos, que soñamos e imaginamos es posible si tan solo somos capaces de seguir, con valentía, el camino que nuestra razón más preclara ha trazado.

			Ciudad de México, julio de 2016.

		


		
			Ensayos para una Ciudad de México en transición

			Los siguientes ensayos fueron preparados en 2012, con motivo de la transición en la Ciudad de México.

			Su objetivo era contribuir a la transformación de la política social en una política de bienestar, bajo nuevos esquemas progresistas.

			Se publican ahora en un momento crucial para la Ciudad de México, justo en medio de la redacción de su primera Constitución.

			¿Se incluirá el concepto de Bienestar en la misma o seguiremos en un proceso de nunca acabar como lo es el Desarrollo Social?

		


		
			El Universalismo y los Derechos Sociales

			Habría que empezar diciendo que el universalismo y los Derechos Sociales son “conceptos gemelos”. El objetivo de Universalismo es evitar el “sentido de inferioridad, pauperismo, vergüenza o estigma en el uso de servicios de provisión públicos” o la “atribución de que alguien ha estado siendo o volviéndose una ‘carga pública’”. El fundamento de la concepción universalista en la política social es el enfoque predominante de los derechos sociales. 

			El objetivo de los Derechos Sociales ha sido la provisión garantizada a todos los ciudadanos de bienes y servicios. Esta visión se debe a la generalización y aceptación de los derechos sociales en una sociedad específica, producto de las luchas sociales, de los acuerdos sociopolíticos y de la existencia o generación de condiciones culturales favorables. 

			Para analizar el grado de universalismo de las políticas sociales es preciso tomar en cuenta la cobertura y la igualdad en los servicios ofrecidos por las instituciones frente a los principales riesgos sociales, además del reconocimiento de los derechos sociales. 

			En términos ideales, el acceso a las prestaciones en una sociedad no dependería así de consideraciones de clase, de género, de etnia, de edad, de grupo; ni del grado de necesidad o de la condición de trabajo; el universalismo, por tanto, llega a ser un “principio rector” para, en un marco de desigualdades sociales, económicas y culturales, igualar en “estatus, beneficios y responsabilidades”.

			El fundamento de esta universalidad es, a fin de cuentas, el reconocimiento de la ciudadanía o pertenencia a una comunidad, que implica también la conciencia de los derechos y obligaciones en esa misma comunidad y la existencia de instituciones que protegen estos derechos ciudadanos.

			Podríamos —entonces— aceptar, la definición del universalismo como: servicios sociales semejantes provistos para todos los ciudadanos por todos los ciudadanos, en una sociedad desigual.

			La sociedad dividida es atravesada por una sociedad de semejantes. La concepción universalista centrada en los derechos, es de reciente generación y no está integrada en el sistema de las instituciones sociales.

			Existe una tipología de regímenes de bienestar residuales, conservadores-corporativos y socialdemócratas llevada a cabo por el escandinavo Esping-Andersen (1990 y 1999), donde se muestra que la derecha política rechaza la generación de reglas universales y tiene preferencia por compromisos sociales focalizados a los más necesitados (a esto se le llama regímenes residuales de bienestar)1. El corporativismo, como el de Europa del Este durante la guerra fría, puso en marcha de barreras de estatus profesional con cobertura y beneficios especiales para ciertas categorías de trabajadores (también conocidos como regímenes conservadores de bienestar). La izquierda socialdemócrata propone, en cambio, la creación de acuerdos universalistas objetivados en instituciones sociales (regímenes universalistas de bienestar). Los diversos regímenes pueden tener coberturas muy amplias en los servicios, pero debido a desigualdades en los beneficios aportados por los servicios de salud, seguridad en el empleo y pensiones, pueden algunos de ellos cultivar “jerarquía y estatus”, unos “dualismo” y otros efectivamente “universalismo”. Por ello, podríamos hablar del débil o falso universalismo como aquél en el que servicios sociales fuertemente estratificados son provistos para los ciudadanos en una sociedad desigual. 

			Desigualdad y estratificación en los servicios pueden así encadenarse en un círculo vicioso que llevaría a una contradicción con el ideal de sociedad de semejantes (ciudadanía social); la sociedad dividida (clases) puede dividirse aún más con los estratos generados por las instituciones sociales.

			El “universalismo básico” es una respuesta a una serie de preguntas: “¿por qué no insistir en acciones de cobertura universal?”, dado que son “la única forma de construir equidad y ciudadanía”; “¿por qué no insistir en servicios de calidad para todos, si esta es condición necesaria para que los servicios sociales tengan los impactos deseados?”; y “¿por qué no insistir en que el Estado actúe como garante de ellos, toda vez que, sin su concurso, es imposible asegurar las dos condiciones anteriores?”. Surgen estas preguntas después de constatar que las “promesas” de las reformas sociales de mercado para “incorporar a los sectores excluidos del antiguo modelo de sustitución de importaciones” no se materializaron en la mayoría de los países de la región; más bien se resquebrajaron las estructuras sociales ya fragmentadas, se incrementó “la vulnerabilidad de las viejas corporaciones y la pobreza y exclusión de los nuevos y viejos pobres”.

			Es necesaria la formación de un acuerdo sociopolítico acerca de las prestaciones consideradas como esenciales en cada nación y de la forma de asegurar la viabilidad fiscal de este conjunto de prestaciones seleccionadas. Y por otra el fortalecimiento del Estado como proveedor de estas prestaciones básicas; esto no implica que el Estado sea el único proveedor de estas prestaciones, sino que cumpla las funciones de “dirección, regulación, evaluación y financiamiento de lo servicios”, principalmente. El universalismo básico se considera como punto de partida de acuerdo a un análisis de la situación de las políticas sociales nacionales.

			Entonces, se puede sintetizar el “universalismo básico” como: una cobertura universal de prestaciones y riesgos esenciales, que asegure el acceso a transferencias, servicios y productos que cumplan estándares de calidad homogéneos otorgados sobre la base de los principios de ciudadanía, es decir, una cobertura que se distancie del principio de selección de beneficiarios de servicios a través de la demostración de recursos y de necesidad que predomina en la región, y que busque que estos sean concebidos como derechos, pero también como generadores de deberes.

			Dicho esto, surge una interesante pregunta a resolver en nuestro país: ¿hasta qué punto la extremadamente desigual sociedad mexicana se encamina hacia el ideal de servicios sociales semejantes provistos para todos los ciudadanos por todos los ciudadanos? 

			Para principios del siglo XXI, el grado de universalismo en México se sitúa entre 25.7% y 38.8% (48% si se incluye a los afiliados al Seguro Popular), en un marco de un régimen de bienestar de dualismo institucionalizado, con incorporación por una parte a la seguridad social vía el empleo formal y por otra a diversos programas asistenciales y de transferencias monetarias condicionadas, con beneficios notablemente dispares incluso entre los asegurados y más desiguales entre los asegurados y los no asegurados.

			Sonia Fleury establece una correlación interesante entre la llegada de la democracia en países como el nuestro —economías emergentes— y el modelo económico dominante en donde se han dado estos procesos políticos2. La vinculación presenta los siguientes problemas:

			
					Estrechos márgenes para desarrollar otros espacios de la democracia que no sean los meramente electorales (de la representación formal), por lo que estamos ante una “democracia sin política”, como una forma de expresar un tablero de juego demasiado estrecho y constreñido; es lo que se conoce popularmente como “no tocar las principales variables del modelo económico” que están establecidas en el Consenso de Washington.

					La pobreza y la desigualdad generan ciudadanos con derechos vulnerables, por lo que estamos frente a una “democracia sin inclusión”; en este tipo de modelo económico neoliberal se aplican las políticas sociales a través de programas de ayuda focalizados para los sectores más pobres de la población, lo cual genera resultados muy limitados cuando se les compara con las posibilidades de un modelo que tuviera como pieza central una redistribución de la riqueza.

					“Democracia sin mecanismos de promoción de la igualdad y de la cohesión social”, que sería otro tipo de política en donde se pudieran establecer contrapesos para balancear a las fuerzas del mercado, desde una negociación laboral en términos de legalidad y Democracia, pasando por políticas incluyentes de bienestar, hasta formas de protección universal de derechos.

					Ante la disminución del Estado, estamos con “una democracia sin autoridad pública y un aparato estatal correspondiente”. Así hemos pasado de regímenes autoritarios, en donde la presencia pública acaparaba el escenario social, pero los derechos ciudadanos (políticos, civiles, sociales) estaban disminuidos o abiertamente negados (como fue México durante el régimen priísta), a regímenes en donde los derechos ciudadanos, políticos, civiles y sociales forman parte del discurso democrático, pero su cumplimiento, satisfacción y calidad son completamente deficitarios, tanto por condiciones estructurales de pobreza y desigualdad, como por una débil cultura política de ciudadanía, con una precaria institucionalización.

			

			Lo que la realidad nos arroja es que el Estado mexicano está lejos de ser un Estado de Bienestar en donde el universalismo básico sea la expresión de una política de cobertura universal. Hay cuatro características de por qué es así:

			
					Recorte en las responsabilidades del Estado vs. un Estado garante de la cobertura universal.

					Mercantilización de los servicios vs riesgos compartidos y las acciones en contra de la precarización social.

					Focalización como fin y no como instrumento.

					Y reemplazo de políticas públicas por proyectos vs una visión de largo plazo.

			

			La propuesta del universalismo básico supone al menos tres elementos: protección, inclusión y calidad. Con lo cual se trata de evitar la reproducción intergeneracional de la pobreza y la igualdad de oportunidades. 

			Entonces, se trata de generar un modelo en donde se pueda luchar en contra de la mercantilización de la protección social, y en contra del corporativismo, o de sus restos, que no por decadentes dejan de lado el control y la perversidad sobre la vida laboral del país. 

			

			
				
					1	The Three Worlds of Welfare Capitalism. Cambridge: Polity Press & Princeton: Princeton University Press, 1990

				

				
					2	Véase Ciudadanías, exclusión y democracia, en Nueva Sociedad. http://nuso.org/media/articles/downloads/3219_1.pdf

				

			

		


		
			Perspectivas del Universalismo en México

			Las discusiones teóricas

			Diferentes académicos nacionales y extranjeros se han planteado diversas cuestiones relacionas con el Universalismo y los Derechos Sociales. Está discusión dio origen a un libro del ITESO, editado en Guadalajara en 2010. El único que ha abordado hasta ahora en el país el fenómeno de la universalidad de la política social3.

			Alberto Aziz piensa que el mayor reto para el universalismo en México no es principalmente técnico, sino político; hace falta construir una “gran coalición de cambio institucional”, que requiere tiempo y liderazgo.

			Leonardo Lomelí plantea cuatro pilares sobre los que podría construirse un universalismo básico en México: salud, pensiones, educación y alimentación. Para lograrlo se requiere una reforma fiscal de fondo, un “pacto fiscal”, que dé fin a los remiendos y que confronte la “fragilidad fiscal” que el Estado mexicano ha venido cargando.

			Fernando Cortés plantea que el principal obstáculo para el universalismo básico podría estar en la resistencia de las clases altas para la reforma tributaria necesaria.

			Clara Jusidman y Osiris Marín sostienen que la implementación del universalismo en México encontraría en la perspectiva de derechos humanos a un fuerte aliado. Los postulados básicos del enfoque de derechos, señalan la necesidad de avanzar en la definición de pisos básicos de realización de estos derechos, como muestra del compromiso de los estados para ir mejorando de manera progresiva los niveles de vida de sus poblaciones, y destacan los niveles mínimos esenciales definidos en los instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos en educación, alimentación y salud.

			Jorge Arzate se centra en las posibilidades de un Estado de Bienestar en México fundado en los principios de justicia, universalismo, solidaridad, sustentabilidad financiera, ciudadanización y calidad de servicio. Discute al Estado de Bienestar como paradigma y lo confronta con el sistema del bienestar mexicano segmentado, heterogéneo, dualizado y precario, y caracteriza la desigualdad económica y social en México como una violencia estructural. Sugiere una reingeniería del sistema de bienestar, sustentable fiscalmente, con un sistema nacional de salud público y de universalismo solidario.

			Rosa María Rubalcava cuestiona la ausencia de perspectiva territorial de la propuesta del universalismo básico y la indefinición o ambigüedad en las referencias territoriales de los programas sociales en México (ausencia de regionalización oficial). Señala diversos problemas socio-espaciales claves para políticas sociales universales (cambios en la identificación misma de las localidades, desconocimiento de los patrones de poblamiento, dinámicas de concentración-dispersión poblacional). Sugiere generar conocimiento más sistemático del territorio y de los hogares, como fundamento socio-territorial del universalismo básico.

			Jaime A. Preciado propone una lectura crítica de los principios de la propuesta del universalismo básico (cuestiona en particular el apego a una concepción de estabilidad macroeconómica “acotada a una dimensión eminentemente financiera” y de robustecimiento del Estado centrado en la reconstrucción de la comunidad política y en la reconciliación entre clase política en el poder y tecnocracia) y plantea una revisión del mismo y sus condicionamientos socio-espaciales en México, a partir de una matriz de las mediaciones espaciales de las escalas global-supranacional, nacional, regional y local, en relación con los umbrales estructural, fiscal y social.

			David Martínez y Arturo Mora discuten la conceptualización del universalismo básico y cuestionan su idea de ciudadanización de la política social; afirman que una política social realmente universalista no puede quedarse sólo en la esfera federal y analizan el impacto diferenciado de la Ley General de Desarrollo Social en los estados; recomiendan que los estados deben tener un papel más activo en el diseño, operación, seguimiento y evaluación de la política social, y que se defina y exija su contribución a las metas nacionales de desarrollo.

			Adolfo Rogelio Cogco y Miriam Rodríguez afirman que, los gobiernos locales han adquirido relevancia en el contexto más amplio de la descentralización y la reforma del Estado. Sin embargo advierten que siguen siendo —incluso en zonas de alto desarrollo humano y bajos niveles de marginación— entidades frágiles, con poca capacidad técnica, financiera y humana para dar respuesta a los retos que implica la implementación de una política social como la supuesta por el universalismo básico. Éste, de acuerdo a los autores, requiere del desarrollo de las capacidades institucionales de los municipios.

			

			
				
					3	Fuente: Valencia Lomelí, Enrique (Coord). Perspectivas del Universalismo en México. Instituto Tecnológico y de Estudios Superiore de Occidente, Guadalajara, 2010. 288 pp.

				

			

		


		
			Desarrollo y Bienestar Social

			Reflexiones en torno a conceptos

			Parece pertinente reflexionar sobre los conceptos de Desarrollo y Bienestar Social a la hora de planificar una agenda de política social para el periodo 2012 - 2018. La pregunta a la cual queremos contribuir a responder con este artículo es muy sencilla: ¿cuáles son los factores que determinan la forma como una sociedad logra o no el bienestar de su gente? Esto nos conduce a otra pregunta estrechamente relacionada con la anterior: ¿de quién es la responsabilidad del logro de dicho bienestar? Si introducimos el tema del desarrollo, entendido como el camino para lograr el nivel de vida que acompaña al bienestar y visto que se han creado una serie de organismos nacionales e internacionales para propiciarlo podemos, igualmente, hacernos la pregunta: ¿cuál sería el papel de cierta concepción del desarrollo en la búsqueda del objetivo final que sería el bienestar? 

			I. Desarrollo social

			El desarrollo se podría definir como un proceso de desplazamiento ascendente de una sociedad en cuyos extremos estarían, por un lado, las sociedades más avanzadas y, por el otro, las más atrasadas. Por avance o atraso se entiende un conjunto de bienes y prácticas que tienen que ver con la tecnología, la productividad, la afluencia y la mayor distancia respecto a la mera supervivencia. El desarrollo social, en cierta forma, sería el resultado de la mejora de los índices colectivos de bienestar como esperanza de vida, mortalidad infantil, ingreso disponible, ingesta calórica o acceso a servicios sociales; es decir, todo lo que significa que los grupos humanos vivan más, tengan mayor goce de bienes de consumo y sufran menos las penalidades impuestas por los embates de la naturaleza, la enfermedad y los riesgos a los cuales estamos expuestos. 

			Paralela a la noción de desarrollo se encuentra la de crecimiento. Este concepto, en sentido estricto, se expresa con una simple medición estadística. El crecimiento sería el cambio sufrido por el Producto Interno Bruto (PIB) de una economía entre un año y otro o un grupo de años. El tamaño de una economía queda capturado por la medición de su PIB, ya que éste incluye la producción total de bienes y servicios de un país. Sin embargo, el efecto que tiene la población sobre dicha producción es capital: un país cuya tasa de crecimiento del PIB es menor que su tasa de crecimiento poblacional no está dando mayores beneficios a sus habitantes respecto a un período anterior sino solo manteniendo su nivel de vida. La medición del PIB a partir de las Cuentas Nacionales sirve no solamente para determinar el crecimiento sino también como base para cierta forma de medición de la pobreza. 

			Como lo han demostrado autores que critican la noción misma de desarrollo y las concepciones que se han elaborado alrededor de la misma, el desarrollo no es un ideal abstracto y universal, sino una noción construida por intereses específicos. Así, Escobar (1994) indica que la noción de Tercer Mundo es una construcción discursiva de un equipo de personas interesadas en hacer la gestión del subdesarrollo, en donde son ellas las que definen la agenda a seguir, determinan de qué es de lo que carecen los países no desarrollados y reciben los contratos y los empleos designados para lograr este propósito4.

			Alrededor de este propósito, entonces, se habría creado un cuerpo de organismos internacionales con poderosos recursos y una excesiva influencia sobre una serie de países financieramente vulnerables (Stiglitz, 1992)5. 

			Cualquiera que sea la noción de desarrollo que se adopte, existe implícita una perspectiva comparativa: el antes y el después, un país frente a otro, este grupo de países con respecto a este otro grupo. Por eso, en la noción de desarrollo subsiste la idea de una senda por recorrer. 

			Antes de volverse dominante el concepto de desarrollo, economistas y otros científicos sociales hablaban de progreso, civilización o riqueza de las naciones. La noción de desarrollo hace su entrada en la época de la postguerra con la creación de los organismos de Bretton Wood . La misma empieza a tomar una preponderancia geopolítica alrededor de la construcción de un formidable edificio institucional.

			El edificio institucional del desarrollo. Alrededor y en nombre del desarrollo se han creado una serie de organismos cuyo propósito específico es el de propiciar cierta noción de desarrollo. Entre ellas, sobresale el Banco Mundial (de Reconstrucción y Desarrollo), así como los bancos regionales de desarrollo (Interamericano, Centroamericano, Asiático y Africano). Casi todas las organizaciones de las Naciones Unidas se proponen, de una manera u otra, el desarrollo en distintas facetas, siendo el más importante el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, (PNUD). Algunas organizaciones de la familia de la ONU se proponen distintos énfasis del desarrollo: la industria, para la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial (UNIDO); la política social y el desarrollo, para la División y el Instituto de Investigación en Desarrollo Social de las Naciones Unidas; y, en la región, el desarrollo económico y social para la CEPAL en Chile.

			En el presente, la mayoría de estas organizaciones están comprometidas en las llamadas Metas de Desarrollo del Milenio. Casi todos los países más ricos han creado sus propios organismos de cooperación destinados a canalizar recursos para la promoción del desarrollo. Entre los más importantes se encuentran la USAID (Agencia para el Desarrollo Internacional) de los EEUU, el DFID (Department for International Development) británico, el CIDA (Canadian Agency for International Development) de Canadá y la GTZ (German Agency for Technical Cooperation) alemana. Gran Bretaña ostenta, además, un ministerio de Desarrollo Internacional. 

			Los organismos de cooperación creados en los países industrializados para propiciar el desarrollo de los países menos ricos, a menudo tienen una concepción distinta a la de la banca multilateral y por esto mismo cumplen un papel importante. En primer lugar, no solamente canalizan sus recursos hacia entidades públicas como sí lo hace de manera preferente la banca multilateral; pero más importante aún, están más enfocados a proyectos comunitarios y de tipo participativo y extienden su enfoque programático a áreas más amplias del desarrollo como los derechos humanos, el fortalecimiento de las organizaciones ciudadanas, la democracia y la administración de la justicia. 

			En la Academia también se ha constituido un grupo de instituciones que estudian o propician el desarrollo, varias de las cuales se dedican a la consultoría internacional. Se pueden citar el Development Studies Institute de la London School of Economics, el Harvard Institute for International Development (iniciado en 1974 y disuelto en 2000), el Institute of Development Studies, de la Universidad de Sussex y, en la región, el Centro Interuniversitario de Desarrollo (CINDA) en Chile. 

			El Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional (FMI) son los dos organismos de desarrollo más influyentes en el mundo. En ellos, domina el punto de vista de los economistas y, con ellos, una visión sobre las recetas ideales para lograr el desarrollo. Tanto la teoría como la práctica del desarrollo habrían sido moldeadas por economistas neoclásicos y son “profundamente etnocéntricas, tecnocéntricas y perjudiciales”. La agenda de estos organismos no tiene un efecto anodino sobre los países sobre los que actúan: se trata de países endeudados, necesitados de recursos para inversión que solamente un banco de este tipo puede otorgarles, si no es de fondos de emergencia para salvar un impasse de insolvencia fiscal (Stiglitz, 1992). Los préstamos vienen acompañados de condicionalidades y de plazos perentorios para introducir cambios de política, a menudo impopulares y no pocas veces innecesarios. 

			Por medio de las condicionalidades, los bancos de desarrollo imponen políticas y procedimientos al país que recibe el préstamo como condición para recibir los desembolsos de sus préstamos, bien al inicio o en medio del mismo. Así, por ejemplo, un proyecto para educación secundaria puede tener como condición para el primer desembolso que se modifiquen procedimientos directamente relacionados con el sector educativo (como por ejemplo, pasar de nombrar a los maestros por recomendaciones a hacerlo por concurso), pero también tener otras condiciones indirectamente relacionadas con el mismo (como por ejemplo, reformar el sistema de licitaciones públicas).

			Pero la condicionalidad también se extiende al hecho de que las fórmulas de los bancos multilaterales deben estar en confluencia con aquellas del FMI cuyo énfasis es monetario y fiscal. Este enfoque central para el manejo económico de un país a menudo riñe con los objetivos del desarrollo los cuales tienden a incluir mayor inversión, mayor empleo y mayor gasto público. La condicionalidad se extiende hacia sectores que nada tienen que ver con el desarrollo o que más bien, lo desalientan. Si el Departamento de Estado de los EEUU estima que un país demuestra insuficiente cooperación con sus políticas consideradas estratégicas, todos los préstamos de la banca multilateral y del FMI se detienen hasta aprobar dicha calificación de nuevo. Esto, debido al poder de veto que tienen los EEUU en los consejos directivos del Banco y del FMI.

			Tratar de decantar la noción de desarrollo de las entidades citadas sería una tarea más que imposible. Primero, porque dicha noción no es común para todas. Segundo, porque a menudo dicha concepción no es explícita. Pero aunque lo sea, un mismo organismo ha tenido cambios importantes a lo largo del tiempo en su concepción sobre el desarrollo. 

			La noción de desarrollo en el Banco Mundial. Sin duda alguna, el organismo que mayor liderazgo ha ejercido en materia de desarrollo es el Banco Mundial. Esto ocurre tanto por el alcance mundial de sus intervenciones como por el monto de recursos de los que dispone y el liderazgo que ejerce en la llamada “comunidad del desarrollo”, liderazgo que se traduce en el hecho de moldear lo que los otros organismos de desarrollo hacen o dejan de hacer. Pero, si nos pusiéramos a hacer un itinerario de la concepción de desarrollo del Banco Mundial a lo largo de su existencia (entre 1944 cuando se fundó y el presente) nos encontraríamos con una sorprendente evolución en la misma. Esto se ha traducido en un énfasis desigual en las temáticas y en el tipo de proyectos que éste ha privilegiado a lo largo de su existencia. La intervención del Banco Mundial en los países de Europa durante los años de la postguerra (años cuarenta y cincuenta) se concentró en la reconstrucción de infraestructura destruida, pero los préstamos a estos países cesaron a finales de los cincuenta. 

			Por su parte, entre los años cincuenta y sesenta, los préstamos para los países más pobres se concentraron en obras de infraestructura pública tales como centrales de energía, carreteras, puertos, ferrocarriles, sistemas de transporte y comunicación, maquinaria, irrigación, acueductos, etc. La idea era que dichos proyectos, acompañados de estabilidad financiera y de inversión privada, propiciarían de suyo el desarrollo. 

			Con la presidencia de Robert McNamara a finales de los sesenta, el Banco Mundial se plantea la relación entre pobreza y desarrollo, pero hay que esperar a mediados de los setenta para que se introduzca el tema de la concentración del ingreso como parte de la ecuación entre desarrollo y pobreza. De esa década datan también los primeros préstamos sectoriales en temas “blandos” como la educación, la salud, la nutrición, la formación vocacional y el desarrollo rural. 

			En los noventa, el Banco Mundial inicia su cruzada contra la pobreza en la que, a modo de ideología aclamada, todo el quehacer se redefine alrededor de ella. Al tiempo, las recetas para salir de la pobreza que se impulsan son las mismas para todos los países no desarrollados: reducción del tamaño del Estado, el énfasis fiscal y monetario dominando toda la política pública, apertura de mercados, desregulación de la actividad empresarial y del mercado laboral, privatización de empresas de servicios públicos y traslado de los subsidios de la oferta a la demanda a través de la participación de entes privados en los servicios sociales básicos como salud, educación, fondos de pensiones y fondos de beneficios laborales. 

			Desde los ochenta el Banco Mundial, en sintonía con el FMI, inició una serie de préstamos llamados “de ajuste estructural” que contenían estas políticas y que tenían en común una reducción del gasto público, dentro del cual el gasto social fue reducido. Los bancos regionales como el Banco Interamericano para la región siguieron (y siguen) bastante de cerca los cambios de concepción que adopta el Banco Mundial. 

			Una de las publicaciones más emblemáticas de la “comunidad del desarrollo” es el Informe de Desarrollo Mundial del Banco Mundial. Consiste en un volumen anual preparado por un grupo de economistas de este organismo, a menudo con la colaboración de consultores y académicos externos. Cada año se elige un tema tal como desarrollo y conocimiento (en 1998), empleo y globalización (en 1995), desarrollo sostenible (2002), la pobreza (1990 y en 2000/2001), las pensiones (en 1994) o la salud (en 1993). Este tema central del Informe se convierte en un verdadero “estado del arte” en cuanto a que recoge publicaciones, datos y políticas recientes, y al contar con la red de difusión del Banco y tener acceso a información mundial, se convierte en material de consulta y de guía obligado. Sin embargo, su punto de vista es muy singular: predominan los economistas (porque el desarrollo es percibido como un déficit de crecimiento de la economía), predomina como nacionalidad la de los profesionales estadounidenses y, por ende, predomina el punto de vista de las escuelas de economía de los EEUU. Las relaciones entre economía y política o estratificación social raramente aparecen en estos informes6. 

			Quizás la parte más consultada del Informe de Desarrollo Mundial no es el tema central de cada edición sino las estadísticas que aparecen en el anexo. Se trata de un cuerpo de indicadores económicos, sociales, de salud y demográficos para todos los países del mundo, ordenados por orden alfabético y por ranking de riqueza, entendida ésta como la proporción del PIB por el número de habitantes. La visión que se logra del desarrollo mundial a partir de estas tablas es que los mayores niveles de ingreso van acompañados de mejores indicadores en los demás aspectos. La posición privilegiada del Banco Mundial por estar en todos los países en desarrollo del mundo y contar con una base de datos exhaustiva y puesta al día según parámetros definidos le da una ventaja comparativa para recabar y presentar estadísticas de esta naturaleza. 

			A la visión del desarrollo como crecimiento, el Banco Mundial ha incluido en años recientes la búsqueda de logros en gobernabilidad (administrar y gerenciar con apoyo de quienes están encargados de hacerlo), la presencia de un sector privado vigoroso, el ordenamiento de las leyes de propiedad y el empoderamiento de la gente, el cual incluye acceso a servicios sociales. Las relaciones entre economía y política o estratificación social raramente aparecen en el Informe de Desarrollo Mundial.

			Otras visiones del desarrollo. En contraposición con el enfoque del desarrollo como un efecto del crecimiento del PIB, se ha planteado la noción alternativa de desarrollo humano. Esta concepción, basada en la teoría sobre las capacidades y la manera efectiva en que éstas se realizan, fue desarrollada por Amartya Sen (1997), así como la noción de que el desarrollo es la expresión del cabal ejercicio de la libertad (2002). Con el fin de trasladar el eje de la concepción de desarrollo como una manifestación de crecimiento económico, el economista paquistaní Ul Haq (1978) introdujo la noción de desarrollo humano en la cual la gente es el medio y el fin del desarrollo. Esta concepción en cierta forma vino a contrarrestar el excesivo énfasis en el desarrollo económico propiciado por el Banco Mundial. Su noción fue ampliamente acogida por el PNUD y su indicador, el Índice de Desarrollo Humano, llegó a constituirse en contrapeso de aquel de crecimiento del PIB en la comunidad del desarrollo. Sin proponérselo, su perspectiva terminó afectando la visión del mismo Banco Mundial sobre desarrollo. 

			Por su parte, el PNUD empezó a publicar desde finales de los ochenta su Informe de Desarrollo Humano tomando como base su propia concepción del desarrollo y utilizando una metodología distinta: en vez de asignarle la tarea a un grupo central de profesionales en Washington o en Nueva York, delegó la tarea en cada una de las oficinas nacionales del PNUD, las cuales subcontratan con un equipo nacional la redacción del informe, no necesariamente formado por particulares del desarrollo social como tasas de escolaridad o violencia7. 

			Pero el catálogo de las concepciones de desarrollo quedaría incompleto si no incluyéramos a aquella de desarrollo sostenible. Noción acuñada en los ochentas y noventas, planteada en contraposición a la de desarrollo asociada con más construcciones, más infraestructura, más obras que atentaban contra el medio ambiente y contra la sostenibilidad de la vida en el planeta. En la noción de desarrollo sostenible el punto de vista para abordar el desarrollo es el ambiental: lo que importa para este punto de vista es que las actividades que se llevan a cabo a nombre del desarrollo —construcciones, mejoras tecnológicas y de productividad, ampliación de la infraestructura, etc.— no provoquen un daño ambiental tal que propicie la extinción de especies animales o vegetales o de recursos naturales renovables. Por eso, desde el punto de vista ambiental la mejor vía del desarrollo puede ser la conservación del medio ambiente. 

			Desarrollo y Dependencia. Como posición crítica sobre el desarrollo, sin duda el mayor aporte lo ha hecho la región latinoamericana a través de la teoría de la dependencia. Originada en la CEPAL en Chile y bajo el liderazgo de Raúl Prebisch (1951 y 1967), la teoría cepalina del desarrollo fue una propuesta de agenda económica y social planteada en los años sesenta y setenta. 

			Los teóricos de esta escuela preceptuaron que la situación de los países de la región no podía entenderse sino en la dinámica del concierto internacional, la cual penalizaba siempre a los países pobres. Propusieron un cambio en los términos de intercambio entre la periferia y el centro, por medio de la industrialización forzada, la protección a la industria nacional, dando paso al llamado Modelo de Sustitución de Importaciones que dominó entonces en la región como doctrina de desarrollo económico. Para explicar por qué la industrialización, así fuera impulsada por los estados latinoamericanos, no tenía efectos sobre el desarrollo, autores como Pinto (1976) desarrollaron la noción de heterogeneidad estructural la cual explica que nuestras sociedades adolecen de una falta de homogeneidad básica que permita un desarrollo parejo de las distintas regiones y de los distintos estamentos y clases sociales8. 

			Otros autores que hicieron aportes a la teoría de la dependencia se ocuparon del subdesarrollo dentro del desarrollo (Gunder Frank, 1966 & 1970), dependencia e imperialismo como fase superior del capitalismo (Dos Santos, 1974 & 1980), los factores no económicos que intervienen en el subdesarrollo (Furtado, 1967), las condiciones políticas que acompañan a la dependencia (Cardoso y Faletto, 1969) y el rol de las oligarquías en las relaciones de dependencia (Stavenhagen, 1966). En años recientes, Ocampo y Sunkel se han convertido en los representantes contemporáneos de la teoría de la dependencia, reivindicando la noción de heterogeneidad estructural (Ocampo, 2001a y 2001b) y resaltando el papel de las fronteras externas de bienestar de las zonas de integración económica creada por los países ricos9. 

			El tema de la modernidad y premodernidad ha sido levantado por otros autores y por especialistas de los llamados “estudios latinoamericanos”. Estos autores abordan las relaciones internacionales de poder y dominación que se han establecido en la región y en regiones subalternas del mundo. Entre ellos se destacan los llamados estudios sobre el sistema mundial, de los cuales Immanuel Wallerstein es su cabeza visible (Wallerstein, 1988). Wallerstein es un crítico de los organismos multilaterales y uno de los líderes de los Foros Sociales Mundiales (Porto Alegre, 2001—2003 y Mumbai, 2004)10. El sociólogo peruano Aníbal Quijano, quien forma parte de la misma escuela, habla del papel de Latinoamérica en el sistema mundial, en lo que podría considerarse como una variante de la teoría de la dependencia. Quijano propone la noción de colonialidad, la cual sería la imposición de una dominación basada en una identidad étnica que opera en los distintos ámbitos de la vida social, económica y política, donde el patrón de dominación mundial sería la forma como el poder capitalista se ha venido consolidando desde la época de la conquista (Quijano, 2000). 

			II. Bienestar 

			La noción de bienestar, por su parte, remite a los efectos del desarrollo sobre el individuo, las familias y la sociedad. En el extremo opuesto del bienestar se encuentran la privación, la miseria y la hambruna. Los estudios sobre el hambre, en cierta forma, han pasado de moda; sin embargo, todavía ocurren hambrunas, pero suceden en lugares de la tierra lejanos a los centros de poder mundial, donde no llega la presencia de los medios de comunicación: Somalia, Etiopía, Ruanda, y en una parte significativa de los segmentos más pobres de los países en desarrollo. En el otro extremo del bienestar se hallan la calidad de vida y la abundancia pero, también, el exceso. 

			Como lo ha demostrado Amartya Sen en su clásico estudio sobre el hambre (1981) las hambrunas ocurren cuando confluyen condiciones adversas de cambios climáticos, vulnerabilidad social de la población afectada, represión política y déficit de democracia. Sin embargo, se ha señalado repetidamente el hecho de que también hay hambre y privación en sociedades ricas11. 

			Sin duda alguna, el planteamiento del Estado de Bienestar (EB) constituye la forma más completa de concebir a una sociedad alrededor de la búsqueda del bienestar de sus ciudadanos. Al proponer una sociedad donde la preocupación fundamental del Estado es lograr el bienestar, esta concepción propone un rol al Estado que va mucho más allá de administrar justicia, proponer las leyes y hacer inversiones de infraestructura. 

			Una condición básica del Estado que propicia el bienestar social es la forma en que pone en marcha el principio de solidaridad. Esto implica acciones de política fiscal, medidas redistributivas y provisión de servicios sociales. 

			En un estudio ya clásico, Asa Briggs (1961) enumera los tres elementos constitutivos del Estado de Bienestar12: 

			
					La garantía de un estándar mínimo de bienestar, lo cual incluye un ingreso mínimo.

					Protección social frente a los riesgos de pérdida de empleo, enfermedad y muerte. 

					La provisión de servicios sociales como derecho de los ciudadanos. 

			

			La necesidad de contar con instituciones que propicien la intervención pública en la redistribución de recursos para impulsar la solidaridad entre generaciones y entre grupos de ingreso diferentes es una de las estrategias del Estado de Bienestar. Uno de sus fundadores, William Beveridge, echó las bases para el sistema de seguridad social en Inglaterra a comienzos de siglo . Beveridge definía a la seguridad social como un esquema colectivo para enfrentar la incertidumbre de los individuos frente a la pérdida de la salud y del ingreso y como una política de colaboración entre el Estado y el individuo13. 

			La institucionalización de un esquema de seguridad social ya había sido hecha en Alemania por Otto von Bismarck en 1889. Presentada como una política obligatoria a seguir por las empresas alemanas, el seguro contra los riesgos de vejez, enfermedad y desempleo propuesto por Bismarck tenía como objetivo un esquema que, por un lado, le quitara argumentos a la tentación comunista y, por el otro, introdujera cierta uniformidad en el bienestar de los trabajadores alemanes. Lo cierto es que en la actualidad en los países con sólidos sistemas de seguridad social sus miembros gozan de mayor bienestar que en aquellos que carecen de dichos sistemas. 

			Pero el Estado de Bienestar también trae asociado el acceso a los servicios sociales de educación, salud, formación vocacional y asistencia propiamente dicha para indigentes, ancianos, niños e incapacitados. En algunos países europeos, la garantía de un ingreso mínimo incluye la entrega de un subsidio a la pobreza en forma de un ingreso que garantiza la subsistencia de quien lo recibe. 
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